	Fecha
	30 de julio de 1973
	Sesión número
	38

	Motivo: Amparo

	Recurrente: “INDUSTRIAS PANORAMA S.A.”, “COLOR VISIÓN LIMITADA” Y “PUBLICIDAD ORIGINAL LIMITADA”

	Recurrido: MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el representante de las recurrentes que se dedican a la confección, instalación y arrendamiento de rótulos y anuncios para ser colocados frente a diversas carreteras del país. Que esas empresas se vieron sacudidas por la intervención sorpresiva de una cuadrilla del Ministerio de Obras Públicas y Transportes que – por órdenes arbitrarias del Ministro de Obras Públicas y Transportes y mediante la aplicación de un Proyecto de Decreto, aún sin vigor por no haber nacido a la vida jurídica - procedieron a demoler armazones y anuncios en ellas expuestos, causando grave daño y perjuicio para el desenvolvimiento de sus operaciones. Alegan violación de los artículos 28, 29, 34, 45, 46, 129 y 146 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que Departamento Legal del Ministerio, a través de la Inspección Vial, determinó que los rótulos se habían colocado en contravención de las disposiciones legales y administrativas del Ministerio, razón por la que fueron eliminados por no tener alineamiento, autorización o estar colocados en una intersección. Que sus acciones se fundamentan en disposiciones legislativas, según puede verse de las leyes número 3503 de 10 de marzo de 1965, número 4786 de 5 de julio de 1971 y número 5060 de 22 de agosto de 1972 específicamente en sus artículos 1, 2, 19 y 37.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar.  Aunque la actividad de ejercer el comercio en sí es un derecho tutelado por la Constitución Política, las actividades a que se dedican las compañías gestionantes están sujetas, en salvaguardia del interés público - en el caso concreto facultad que corresponde al recurrido - a ciertas restricciones legales, como las contenidas en  la Ley de Construcciones de 2 de noviembre de 1949 y la Ley General de Caminos Públicos número 5060 de 22 de agosto de 1972.


N° 38
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día treinta de julio de mil novecientos setenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Coto, Arroyo, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio Valverde, Jugo, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo VI
Se entró a conocer del recurso de amparo establecido por los representantes de las sociedades “Industrias Panorama S.A.”, “Color Visión Limitada” y “Publicidad Original Limitada”, contra el señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, en el cual se alega:
“HECHOS: 
1. Nuestras representadas se dedican a la confección, instalación y arrendamiento de rótulos y anuncios para ser colocados en las diversas carreteras del país, valga decir, con frente a ellas.-

2- De ellas, la Autopista General Cañas, desde que se inauguró, se convirtió en una zona de especial demanda para anunciarse diversos tipos de compañías comerciales e industriales, mediante la instalación de grandes anuncios, según los requerimientos de nuestros clientes.
3.- Nuestras representadas operan tomando en arriendo los terrenos aledaños a la carretera, de sus respectivos propietarios, en el espacio necesario para la instalación del anuncio, posteriormente se vende el derecho de anunciarse en ese sitio, mediante contratos y por períodos que varían según el anunciante y la clase de anuncio.-

4.- Pues bien: así se ha operado desde que la Autopista se inauguró, partiendo desde la esquina noreste de La Sabana, hasta el propio Aeropuerto Juan Santamaría.-  Al cabo, además de ser dicha vía la fuente de ingreso del turismo internacional, lo es también del flujo migratorio nacional, máxime que se entroncó con la carretera Bernardo Soto que conduce a San Ramón, Puntarenas, Guanacaste y todavía por ahí, a los países vecinos del norte.-
5.- En fecha reciente, dos meses y medio atrás, recibimos comunicación del señor Juan Mena Murillo, quien es Jefe de Departamento Legal del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, poniendo en nuestro conocimiento un proyecto de Decreto Ejecutivo mediante el que se restringía – podrán notarlo los señores Magistrados – la materia relativa a anuncios en carretera.-

6.- Como se nos solicitaba hacer observaciones al proyecto dicho, conversamos en varias ocasiones en aquel Departamento Legal, exponiendo nuestros puntos de vista, en algunos extremos por supuesto, diferentes a los contemplados en la redacción tentativa que se nos suministraba.-

7.- Lo cierto del caso, fue que ese Proyecto había quedado en estudio, luego de las conversaciones, confiando tener nuevamente noticias al respecto, hasta que el día 13 de los corrientes, las compañías que representamos se vieron sacudidas por la intervención sorpresiva de una cuadrilla del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que sin miramientos de ninguna especie, procedieron a demoler armazones y anuncios en ellas expuestos, causando grave daño y perjuicio para el desenvolvimiento de nuestras operaciones, y mediante la aplicación del Proyecto de Decreto, aún sin vigor por no haber nacido a la vida jurídica, (aún cuando, si así fuera, podría ser atacado por la vía correspondiente).-
8.- En efecto: se demolieron a la sociedad “Color Visión Limitada” dos armazones que ya habían concluido sus contratos con sendos anuncios; a “Publicidad Original Limitada” se demolió una estructura, y se le amenazaba ayer lunes, según comunicación telefónica, con destruir un rótulo debidamente funcionando, de “Iberia Líneas Aéreas de España”.-

A “Industrias Panorama S.A.” se le iba a destruir, ya la cuadrilla iniciando su labor en el terreno de los hechos, un anuncio en servicio de “Rincón Resorts” arrendado a “Osa, Productos Forestales”, pasando por casualidad obreros de esta compañía, Industrias Panorama, los que entonces y para evitar graves daños a la estructura colaboraron en esa tarea.-
9.- Todos los mencionados actos arbitrarios, han sido consecuencia de órdenes expresas del señor Ministro de Obras Públicas y Transportes, suministrándonos ese dato el propio licenciado Juan Mena Murillo, y otro funcionario – entendemos que de menor rango – el señor Víctor Manuel Chinchilla Salazar.-

Este último señor, fue quien telefónicamente concedió a “Publicidad Original Limitada” el término de 48 horas para desmantelar el anuncio de “Iberia” ya indicado, so pena de ser demolido directamente por una cuadrilla del Ministerio afirmado además, que esas son las órdenes emanadas directamente del señor Ministro.-

Toda la actuación del Ministerio, valga decirlo con claridad, ha estado concentrada en la Autopista General Cañas, donde precisamente, nuestra compañías han adquirido el volumen de operaciones que hoy ostentan.

DERECHO:

Fundamentamos este Recurso en lo dispuesto por el artículo 48 de la Constitución Política, y en la ley N° 1161 de 2 de junio de 1950.

FONDO CONSTITUCIONAL DEL ASUNTO:

Con los hechos relacionados, alegamos violados los artículos 28, 29, 34, 45, 46, 129 y 146 de la Constitución Política de 7 de noviembre de 1949, en vigor a la fecha.-
Hay violación de las garantías individuales representadas por los artículos 28, 29 y 46 de la Constitución, por cuanto sin motivo fundado alguno, se está persiguiendo una actividad comercial que no lesiona los derechos de otros, ni riñe con la moral o las buenas costumbres.-

También se viola el artículo 45, porque los obreros del Ministerio de Obras Públicas, con órdenes emanadas directamente del señor Ministro, se introducen a un predio privado para realizar su obra dañosa.-

Por último, relacionamos en la violación los preceptos constitucionales 34, 129 y 146.-

El primero consagra la irretroactividad de la ley – entendida ésta en sentido genérico – y el segundo; la presunción del conocimiento de la Ley y la obligación de su publicidad, mientras que el último es específicamente dirigido a la validez de los Decretos Ejecutivos, como el que se menciona en el hecho quinto.-

 La Teoría General del Derecho señala como una forma de violación del precepto consagrado en nuestro artículo 34, el aplicar leyes (en sentido lato) no conocidas, por no haber sido publicadas, por lo que también hemos incluido en las violaciones múltiples señaladas, el artículo 129.-

Y el artículo 146 constitucional ha sido violado, porque un simple proyecto de Reglamento está sirviendo al señor Ministro para actuar en forma absolutamente arbitraria y reñida con los derechos de nuestras representadas.”

El señor Ministro contestó en informe así:

El artículo 19 de la ley número 5060 de 12 de agosto de 1972 a la letra dispone:

“No podrán hacerse construcciones o edificaciones de ningún tipo frente a las carreteras existentes y en proyecto sin la previa autorización de Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ni al frente de los caminos vecinales y calles sin la aprobación escrita de la Municipalidad correspondiente.-  Las Municipalidades coordinarán los alineamientos frente a los caminos vecinales con el Ministerio quien será el que establezca la política más conveniente al interés público.-  En las carreteras de acceso restringido o unidireccional, los colindantes sólo podrán tener acceso a la carretera en los sectores previamente señalados para ese fin o mediante caminos marginales aprobados por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes.-  Las personas que incumplan el presente artículo estarán sujetas a las multas que indique la presente ley y tendrán un plazo improrrogable de 15 días para quitar por su cuenta la obra realizada, transcurridos los cuales el Ministerio de Obras Públicas y Transportes podrá eliminar las construcciones hechas, sin que por tal motivo tenga que reconocer suma alguna por daños y perjuicios”.
Dicho artículo que es similar al número 26 de la ley número 1851 de 28 de febrero de 1955, hoy derogada por la anteriormente citada, faculta y obliga al Ministerio para regular, controlar y autorizar cualquier edificación o construcción que se pretenda efectuar con frente a los caminos públicos en todo el territorio del país.-

PROCEDIMIENTOS PARA OTORGAR LA AUTORIZACION:

Con sustento en ese ordenamiento legal, las dependencias del Ministerio encargadas de la extensión de esos permisos y estudios técnicos, Departamento de Diseño o de Vías y Legal han preparado una serie de condiciones previas, cumplidas las cuales las gestiones de las empresas dedicadas a tales fines, obtienen permiso correspondiente.-  Entre las condiciones exigidas a todo solicitante, están las siguientes:
a) Especificación de la clase de estructura que se desea construir.

b) Bosquejo de la propaganda gráfica (rótulo propiamente dicho)

c) Clase de iluminación.

d) Copia del contrato de arrendamiento del inmueble donde se coloca el anuncio.

e) Ubicación del rótulo o anuncio.

Estos requisitos se justifican por:

a) La estructura debe tener requisitos de seguridad y de diseño necesario para que no afecten intereses particulares o dominiales.-

b) El tipo de propaganda, color, dibujo, etc., no debe afectar la moral o las buenas costumbres u otras características propias de la seguridad pública o interés ciudadano.-

c) La iluminación debe ser de tal forma que no incida sobre la visibilidad o atención de los conductores y demás usuarios de los caminos públicos.-

d) Debe existir una prueba tangible de la seriedad de la solicitud y de que no hay conflicto con el propietario de los terrenos.-

e) La Administración debe tener la correcta ubicación para estimar su incidencia con la cercanía de puentes, centros públicos e intersecciones.-

Prueba de que estos requisitos se cumplimentaban debidamente, son los documentos que se anexan a la presente, en los cuales constar que las diferentes empresas conocen y cumplen tales disposiciones.- (Ver anexo 1 y 2 prueba documental).-


Limitaciones a la colocación de rótulos:

Todos los solicitantes de este tipo de construcciones conocen las limitaciones que, de conformidad con la legislación vigente, se han mantenido en este campo, a saber:
a) Las contempladas anteriormente de a) a c).-
b) La prohibición de colocarlos a ambos lados de los puentes y de los pasos a nivel (caminos y vías férreas) e intersecciones.-


El caso de la Autopista General Cañas:
Es de conocimiento público que esa vía es una carretera de velocidad que, aunque controlada, tiene índices superiores a cualquiera otra vía nacional.-  Las velocidades admitidas oscilan entre los 80 y 100 kilómetros por hora.-  Por eso puede verse la preocupación constante del Ministerio para dotarla (a la vía) de todos los medios de seguridad necesarios con el fin primordial de proteger vidas humanas y bienes de superior cuantía.-
Entre las medidas de seguridad está la de procurar que los rótulos que se coloquen al frente de la carretera, estén diseñados y ubicados de tal manera que no afecten la seguridad pública.- Y si aún tomando todas las provisiones no fuere posible evitar esta incidencia, lograr la autorización legislativa a fin de prohibirlos definitivamente.

Así, y específicamente sobre vías de tránsito rápido: General Cañas, Bernardo Soto y posiblemente la Autopista a Curridabat-Tres Ríos, cuando se hayan construido, este Despacho ha dispuesto establecer limitaciones lógicas y razonables, tendientes a conseguir los fines antes dichos dentro de un procedimiento concordante con nuestra legislación y sin perjudicar innecesariamente intereses, muy apreciables de empresarios nacionales que se dedican a este tipo de actividades publicitarias.-

Analizada la solicitud por la dependencia autorizada, finalmente se extiende autorización para construir, de acuerdo con los documentos y propósitos aportados al expediente, un rótulo en la ubicación pedida.


RECURSO DE AMPARO.

Personalmente he comprobado que en la Autopista General Cañas, posiblemente por índices de aprovechamiento publicitario, el tener conexión con el Aeropuerto Internacional Santamaría y otros lugares muy poblados que original un notable tránsito, ha proliferado la colocación de rótulos comerciales, en muchos casos contraviniendo las disposiciones del Ministerio.-

Esta circunstancia es el corolario de la insuficiente inspección vial que se tiene debido a la falta de contenido presupuestal para constituir un verdadero cuerpo de inspección vial suficiente y capacitado.-


Puse en conocimiento del Departamento Legal tales hechos que califiqué de irregulares en algunos casos y pedí a su jefe efectuara la inspección de rigor a fin de constatar cuáles rótulos no habían llenado los requisitos exigidos contraviniendo las prevenciones de la ley número 5060.-

Esa Dependencia a través de la Inspección Vial, determinó lo siguientes:

a) Que habían rótulos colocados sin autorización del Ministerio.

b) Que existían rótulos ubicados en intersecciones.

c) Que existían rótulos dobles contraviniendo las autorizaciones extendidas y muchos de ellos sin el dibujo.-

d) Que muchos de los rótulos autorizados, tenían dibujos no autorizados.

Conocido lo anterior por el suscrito, ordené que los rótulos que se habían colocado en contravención de las disposiciones legales y administrativas del Ministerio, conocidas y admitidas por la totalidad de los citados empresarios, fueran quitados de conformidad con la ley.-

Esa orden fue cursada y ejecutada por la Inspección Vial del Departamento Legal.-

De los rótulos eliminados y su irregularidad.
Los “rótulos” eliminados por la Inspección Vial son tres sin propaganda comercial incluyendo además un dibujo no autorizado.- Veamos cada caso:
“Rótulo” Visión a 800 metros de la intersección El Coco rumbo Este- Colocado- sin la autorización del Ministerio, fuera del alineamiento oficial.-

“Rótulo” Visión a un kilómetro puente Río Virilla, rumbo Oeste; rótulo colocado sin autorización del Ministerio, sin dibujo o propaganda incluida.

“Rótulo Pol” Sin autorización del Ministerio, localizado en una intersección entre la Autopista General Cañas y Avenida Las Américas.-

Dibujo Panorama.- Localizado 700 metros de la Intersección el Coco sin autorización del Ministerio.-

Lo anterior es confirmado por estudio realizado por el Jefe de la División de Topografía.-  Se anexa oficio número 27292 de 20 de junio de 1973 (Documental 3-a).- 

Vemos pues que las construcciones están en una situación totalmente irregular la primera por no tener alineamiento ni autorización, la segunda por no tener autorización y estar colocado en una intersección, la tercer por no tener autorización y la última por no tener autorización para la colocación de nueva propaganda, no obstante que sí tiene autorización para colocar la estructura.-

De otras disposiciones tomadas.
Como complemento a lo anterior, fue cursada por el Departamento Legal una comunicación a las empresas publicitarias que han colocado dos rótulos comerciales con una autorización para uno solo, la cual se aporta al expediente como documental número 3 (anexo oficios números 27.260 y 27.261).-

En igual forma se les ha comunicado la obligación de pedir nueva autorización cada vez que cambien de propaganda y la abstención de usar las edificaciones hechas previamente autorizadas.- (Se anexa oficio número 27.290 como documental número 4).- 
Esta es la historia de lo sucedido, que como pueden ver los señores Magistrados, se trata de una serie de disposiciones administrativas, necesarias para poner a derecho a  las empresas infractoras de las disposiciones legales vigentes, a la vez que de acciones tomadas por este Ministerio debidamente sustentadas en la ley de caminos públicos.- Este ordenamiento especifica:

a) Nadie puede construir o edificar con frente a carreteras sin autorización del Ministerio.- Dentro de esta prohibición están los que construyen por primera vez, los que sustituyen la existente, los que refaccionan, remodelan o mejoran.-  Con la misma razón, están obligados todos los empresarios dedicados a la publicidad por vía de rotulación en carretera, a solicitar y conseguir la autorización de ley cada vez que construyen, sustituyan, mejoren o remodelen la estructura parcial o totalmente.

b) Permite al Ministerio a destruir lo construido sin responsabilidad de su parte si pasados quince días a partir de la infracción realizada (erección de la estructura o sustitución o cambio de su dibujo) el infractor no lo ha quitado por su cuenta.-
Todos los casos enumerados están dentro de las previsiones de la ley y el Ministerio a través de las dependencias encargadas del control, regulación y vigilancia de este tipo de ordenanzas, únicamente ha hecho lo que la ley exige.-


Medida ordinaria y de ningún modo limitación a la libertad de comercio.  Este Despacho desea dejar bien claro en el conocimiento de los señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, que la medida o medidas que el Ministerio ha tomado son de trámite ordinario; que por ahora se limitaron a esos cuatro rótulos pero que son extensivas a otros que no tengan los requisitos exigidos por la ley, varios de ellos oportunamente informados a las empresas correspondientes.-  De ninguna manera puede verse esta medida ordinaria y con amparo legal suficiente, como una disposición arbitraria, o atentatoria del libre comercio o industria.-  Lejos está este Ministerio en prohijar, disponer o ejecutar actos administrativos ajenos al derecho, violatorios del principio de legalidad que debe ser norma rectora de la acción estatal.-  Repito que se debe tomar la acción ejecutada por el Ministerio, únicamente sobre aquellos rótulos que no reúnen los requisitos exigidos claramente por la ley.-
Aplicación de Proyecto de Decreto.

Rechazo enfáticamente que las medidas tomadas por el Ministerio se sustenten en un proyecto de Reglamento, no sólo porque la oficina encargada de estos controles y vigilancias es un departamento legal en donde trabajan cinco abogados colegiados y es claramente absurdo suponer que tales actos únicamente tengan este soporte “legal”, sino porque los señores empresarios, tal y como lo manifiestan en el escrito del recurso, saben, han sido invitados y están participando en la formulación del citado reglamento, todo con el propósito de que su articulado conjugue el interés público y el privado hasta donde del primero lo permita.-  El interés del Ministerio en el proyecto, es causar el menor perjuicio posible a las empresas que la implantación de aquellas medidas legalmente limitativas que la conveniencia pública exija.-

Sobre el particular y para que se conozca la buena fe del Ministerio, presento dos copias de oficios (documental número 5 y 6) el primero dirigido a cada uno de los empresarios para que colaboraran en la preparación del Reglamento y el segundo informando y brindando nuestra colaboración a la Cámara de Comercio de Costa Rica sobre el mismo extremo.-
POSICIÓN DEL MINISTERIO EN CUANTO A LA COLOCACIÓN DE RÓTULOS.


El Ministerio de Obras Públicas y Transportes, en virtud de las leyes números 4786 de 5 de julio de 1971, 5060 de 22 de agoto de 1972 y 3503 de 10 de mayo de 1065 es la dependencia encargada de la regulación, control y vigilancia del transporte, tránsito y construcción o edificación de cualquier tipo frente a vías públicas.-

Con sustento en lo anterior este Ministerio diariamente está dictando y ejecutando actos administrativos, tendientes a regular, controlar y vigilar que los ciudadanos cumplan los requisitos legales y se ajusten a sus prevenciones.-  El caso de los rótulos comerciales que en un principio fue una industria incipiente sin especial significación por la poca densidad del tránsito, carencia de vías amplias y la limitación de velocidades en nuestras carreteras se ha ido extendiendo, por lo que su adecuado control es de urgente necesidad y debe reglamentarse debidamente con disposiciones congruentes con la época, el desarrollo vial y el aumento de tránsito en nuestras carreteras, al igual que se está haciendo en tantos otros países.-

Lo que ayer se autorizaba sin mayor detalle, pues como antes se dijo su incidencia en el área no era de especial cuidado, hoy debe controlarse con una serie de requisitos atingentes a la seguridad de los ciudadanos, a la protección de los bienes públicos y privados, a la prevención de accidentes, a la protección de nuestros paisajes y en fin, todos los demás relativos a tan importante materia.-


De ninguna manera debe considerarse este proyecto de reglamentación como una acción persecutoria para los citados empresarios o para cualquiera que desee construir edificaciones semejantes.- Por el contrario, mediante esa reglamentación, los derechos de ellos estarán más protegidos, prevalecerán los empresarios más ordenados, mejor constituidos, con mayor experiencia y con mayores aportes de calidad.-  Por vía reglamentaria podrán al fin planificar su acción futura, pues la forma o método constructivo y los procedimientos concomitantes del permiso, serán lo suficientemente claros como para liquidar el descontrol, el parcial desorden imperante, protegiendo la inversión y una permanencia de la empresa en el mercado de servicios.-  De esta manera ambas partes saldrán beneficiadas.-  Esa es nuestra intención y los señores empresarios la conocen bien.-

RESUMEN:


Este Despacho rechaza en todos sus extremos el planteamiento formulado por vía del recurso del cual conoce esa estimable Corte:
a) Porque la acción denunciada es un procedimiento amparado en leyes especiales que regulan la actividad del Poder Ejecutivo.-
b) Porque la ley de amparo expresamente en su artículo 3 dispone: “No procede el recurso de amparo: a) contra las disposiciones legislativas”.-
c) Porque la acción ordenada en todo momento lo fue únicamente para aquellos rótulos que estuvieran en contravención de las disposiciones legales y administrativas formuladas por el Ministerio en lógica consecuencia con nuestro ordenamiento.-

d) Porque la acción tomada y ejecutada lo fue sobre cuatro “rótulos” comerciales: tres vacíos, y un dibujo instalado recientemente, sin autorización del Ministerio, que comenzaba con la chocante frase: “Beautiful land for sale…” etc. patrocinado por Rincón Resorts de Osa Productos Forestales, todos construidos en desacato de las ordenanzas legales y administrativas.-

e) Porque la acción tomada por el Ministerio, no violenta ningún articulado de la Constitución Política o de alguna Ley vigente.  No se trata de perseguir la libre empresa, la cual en todo momento ha tenido la colaboración de este Ministerio tanto en el campo de la publicidad como en la de prestación de servicios profesionales y contrataciones de obras públicas.-
f) Porque no está aplicando ningún “Proyecto de Reglamento” argumento de suyo inocente por absurdo e imposible de considerar como un hecho cierto, menos por una dependencia pública que en todo momento de su vida administrativa, ha hecho ostentación de su juridicidad, de su apego a la ley y a los principios que regulan un Estado de Derecho, fuente de donde emanan sus funciones, atribuciones y potestades.-

g) Porque si el recurrente tuviera razón y el Ministerio estuviera aplicando el citado proyecto de Reglamento y violentando los artículos de la Constitución Política que según su criterio amparan su presentación, el Ministerio no se hubiera limitado a quitar tres rótulos y un dibujo publicitario, los hubiera quitado todos si tal fuere su finalidad.-


De la aplicabilidad del artículo 13 de la Ley de Amparo.-


Reitero que las órdenes que se dieron en contra de aquellos rótulos que se encontraban mal colocados o contraviniendo disposiciones legales existentes fueron debidamente canalizados en dos fases: a) retiro de los rótulos, y b) comunicación escrita para que sean retirados otros que están colocados sin la autorización respectiva.-  Estimo que, en el supuesto de que los señores empresarios consideren que la acción tomada por el Ministerio en este segunda fase les resulta gravosa a sus intereses, la ley les regula el camino procesal a seguir.-  Si la orden la dio una dependencia subordinada a este Despacho, lo jurídicamente aceptable es la presentación  de un recurso de revocatoria con apelación subsidiaria.-  Otro trámite no señala la ley.

CUESTIÓN DE FORMA:


Efectivamente este Despacho dispuso que los rótulos que estuvieren colocados en contravención de las disposiciones legales y administrativas fueran retirados el lugar de acuerdo a la ley y esa disposición, después de la investigación correspondiente, fue ejecutada por la Inspección Vial, Sección del Departamento Legal de este Ministerio.-
Por tal manera que la acción que dicen los empresarios les depara perjuicio o lesión jurídica, provino de este Despacho (orden) y de la Dependencia citada a éste jerárquicamente subordinada (ejecución)
.-
Si a lo anterior unimos la siguiente transcripción:

Artículo 3 inciso d) de la Ley de Amparo:

“No procede el recurso de Amparo:

“d) Contra las resoluciones de los otros funcionarios o entidades, cuando no se hubieren agotado los recursos que la ley establece contra las resoluciones, salvo que no se resolviesen dichos recursos dentro de los quince días siguientes es a su interposición”.  

Y si a la anterior disposición, transcribimos lo que dispone la ley sobre recursos:
Artículo 31.- Ley 3667 de 12 de marzo de 1966.

“Será requisito para admitir la acción contencioso administrativa el agotamiento de la vía administrativa.-

2.- Este trámite se entenderá cumplido:

a) Cuando se haya hecho uso en tiempo y forma de todos los recursos administrativos que tuviere el negocio; y

b) Cuando la ley lo disponga expresamente.-

3.- En todo caso cuando lo impugnado emanare directamente de la jerarquía superior de la respectiva entidad administrativa, y careciere de ulterior recurso administrativo, deberá formularse recurso de reposición o reconsideración ante el mismo órgano que ha dictado el acto o la disposición…”
Tenemos claramente y sin lugar a dudas que el recurso no procede por no haberse agotado la vía administrativa, haya provenido el acto o la disposición de una dependencia subordinada a este Despacho o de éste mismo.

A mayor abundamiento en este extremo alegado, se transcribe el Considerando Segundo de la Sentencia dictada por el Juez Segundo Penal de San José, a las 16 horas del veintiocho de noviembre de 1972 que a la letra dice:
“Que según lo establece el artículo 3° de la ley de Amparo número 1161 de 2 de junio de 1950, reformada por la número 1495 de 9 de agosto de 1952, no procede el recurso de amparo: “a), b), c), d) contra las resoluciones de otros funcionarios o entidades, cuando no se hubieren agotado los recursos que la ley establece contra tales resoluciones, salvo que no se resolvieren dichos recursos dentro de los quince días siguientes a su interposición y...”.- Ahora bien el recurrente no ha agotado en el presente caso tales recursos.-  Y en ese caso existe lo dispuesto en el artículo 31 inciso 3) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa N° 3667 de 12 de marzo de 1966, que establece de modo general que contra toda resolución de un ente público, a falta de recurso expreso, el interesado tiene el derecho de interponer, el de reposición o reconsideración, para lo cual el interesado goza de un plazo de dos meses contados a partir de la fecha en que se le notifique la resolución.-  Tales consideraciones, y las muy dignas de tomar en cuenta, alegadas por el funcionario recurrido, de que en el presente caso la resolución que deniega la petición del recurrente de que se le demarque líneas de construcción en la antes citada finca no es oficiosa ni caprichosa, si no es que se base en oposición de una parte interesada y en que si se autoriza tal construcción, y en verdad con ello se perjudican los derechos de la oponente, podría sobrevenir un reclamo contra el Estado hacen que el presente recurso de amparo deba declararse sin lugar.”

PETITORIA.

Por las consideraciones formuladas en el presente escrito este Despacho se permite solicitar a la estimable Corte Suprema de Justicia lo siguiente:

a) Rechazar el recurso por no ser procedente de conformidad con los artículos 3 inciso d) de la ley número 1161 de 2 de junio de 1950 y 31 de la ley número 3667 de 12 de marzo de 1966.-

b) Rechazar el recurso por no ser procedente de conformidad con lo estatuido en el artículo 3 inciso a) de la ley número 1161 antes citada.-

c) Rechazar el recurso por estar amparado en las acciones administrativas tomadas por el Ministerio, en disposiciones legislativas claras y definitivas, según puede verse de las leyes número 3503 de 10 de marzo de 1965, número 4786 de 5 de julio de 1971 y número 5060 de 22 de agosto de 1972 específicamente en sus artículos 1, 2, 19 y 37.”


Luego de un cambio de impresiones, se acordó declarar sin lugar el recurso, con base en lo que se dirá:
I.- El problema planteado se deriva de los siguientes hechos: 

a) Que el trece de junio del corriente año, una cuadrilla del la Sección Vial del Ministerio de Obras Públicas y Transportes procedió a desmontar dos armazones para colocar anuncios de la compañía “Color Visión Limitada”, que se hallaban instalados a la orilla de la autopista “General Cañas” y que a la sazón no tenían letrero alguno, porque los respectivos contratos habían concluido; b) Que también fue desmontada una armazón similar, de la sociedad “Publicidad Original Limitada”; y dicha sociedad recibió aviso telefónico de que un rótulo de “Iberia, Líneas Aéreas de España” iba a ser demolido; c) Que lo mismo ocurrió con un anuncio de “Industrias Panorama S.A.”; y en el momento en que la cuadrilla del Ministerio empezaba a remover ese rótulo, pasaron por allí unos trabajadores de la citada sociedad, quienes colaboraron en la remoción, para evitar que se produjeran graves daños a la estructura; d) Que todo lo anterior se efectuó en virtud de “órdenes emanadas directamente del señor Ministro del ramo.-

II.- En el recurso se alega que los hechos antes reseñados infringen los artículos 28, 29, 34, 45, 46, 129 y 146 de la Constitución Política; y se hace consistir el quebranto en los dos primeros en la circunstancia de que se está persiguiendo, sin motivo justificado, - según se afirma – una actividad que no lesiona intereses ajenos ni riñe con la moral o las buenas costumbres.-  Los artículos 28 y 29 de la Constitución garantizan la libre expresión de las opiniones y el derecho de comunicar los pensamientos de palabra o por escrito, y de publicarlos sin previa censura.-  No se advierte en qué forma pueden las actuaciones base de este recurso atentar contra los mencionados principios.-

III.- Se reclama la violación del artículo 46 constitucional, que prohíbe los monopolios de carácter particular y cualquier acto, aunque fuere originado en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria.- Conforme se ha establecido en reiteradas ocasiones por esta Corte, “por la notoria interrelación que implica el hecho de la vida social del individuo en constante pugna frente a los intereses públicos, es obvio que exista un gran número de actividades que en principio se puede ejercitar, pero supeditadas a la correspondiente reglamentación, que en uso de sus facultades decidan y autoricen los respectivos organismos o funcionarios públicos dentro del ámbito de sus propias atribuciones.-  Si no fuere de tal manera así, nos encontraríamos a la postre de que actividades lícitas y permisibles en principio, degenerarían tornándose inconvenientes e incluso perniciosas para los fines y el desenvolvimiento de los complejos intereses sociales que necesariamente hay que amparar y en definitiva son los que privan.-  Aunque la actividad de ejercer el comercio en sí es un derecho tutelado por la Constitución Política, las actividades a que se dedican las compañías gestionantes están sujetas, en salvaguardia del interés público, a ciertas restricciones legales.-  En efecto, la Ley de Construcciones de 2 de noviembre de 1949, prohíbe fijar o pintar avisos, anuncios, programas, etc. de cualquier clase y material en numerosos sitios, entre los cuales se incluyen los lugares donde estorben la visibilidad para el tránsito y en los que se pueda afectar la perspectiva panorámica o la armonía del paisaje (art. 31, incisos g) y h)); y la Ley General de Caminos Públicos número 5060 de 22 de agosto de 1972 expresa que no podrán hacerse construcciones o edificaciones de ningún tipo frente a las carreteras existentes o en proyecto sin la previa autorización del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ni al frente de los caminos vecinales y calles sin la aprobación escrita de la Municipalidad correspondiente, y que las personas que incumplan dichas disposiciones serán sancionadas con la multa que indica la ley y tendrán un plazo improrrogable de quince días para quitar por su cuenta la obra realizada.-  Si la actividad comercial a que se dedican las compañías reclamantes está sometida a reglamentaciones preestablecidas legalmente, se concluye por afirmar que no se ha vulnerado la disposición del mencionado artículo 46, al ordenar desmontar las obras efectuadas sin cumplir con los requisitos que las leyes exigen.
IV.- Se alega violación del artículo 45 de la Constitución Política con fundamento en que obreros del Ministerio de Obras Públicas  y Transportes, con órdenes emanadas directamente del señor Ministro, se introdujeron a un predio privado para realizar su obra dañosa.-  No se reclama, ni de la relación de hechos se desprende, que se pretendiera despojar a los quejosos de derecho alguno de propiedad, ya que los empleados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes se limitaron a quitar armazones para colocar anuncios que se habían construido sin cumplir con los requisitos exigidos por leyes vigentes.-  No se ha violado, pues, el mencionado artículo 45.-

V.-  No existe violación del artículo 34 de la Carta Magna, pues el señor Ministro se basó, para impartir las órdenes que motivan este recurso, en leyes que estaban vigentes a la fecha, como la de Construcciones y la General de Caminos Públicos.-  Y respecto a los artículos 129 y 146 de la Constitución, cabe advertir que en los mismos no se consagran derechos, sino que en ellos se establece la obligatoriedad de las leyes, desde cuando surten efectos y se indican los requisitos que para su validez deben tener los decretos, acuerdos, resoluciones y órdenes del Poder Ejecutivo. 
